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La Sala no comparte esa forma de ver las cosas. En efecto, son innecesarias mayores elucubraciones para concluir que el amparo solicitado debe salir avante, como quiera que, fulguran en el caso concreto, por lo menos dos situaciones importantes que conducen a ello, y que tienen que ver con el debido proceso y el principio de continuidad.

En lo que hace a la primera cuestión, debe tenerse en cuenta, se insiste, en que se encuentra involucrada una persona de reforzada protección constitucional, como es la niña Sofía González Millán; a ello se suma la situación de su señora madre, Paola Andrea, quien padece una seria afección con orden de cirugía, tratamiento farmacológico y otras valoraciones especializadas, tal como lo dejan ver los documentos arrimados con la demanda, lo que las ubica en un estado de debilidad manifiesta.
Ellas, como se conoce, fueron desafiliadas del sistema de salud por cuenta de la EPS SOS SA, en calidad de beneficiarias por cotizante dependiente, en la medida en que este dejó de aportar, sin que se siguiera un trámite previo que les permitiera conocer la situación y ejercer su derecho de defensa, es decir, anteponiendo la decisión unilateral de la empresa.
(…)

Lo anterior permite concluir que la EPS SOS SA, debe continuar con la atención en salud a las accionantes, por encima de la situación administrativa de quien era el cotizante, con el fin de garantizar sus derechos fundamentales, hasta tanto se agote el procedimiento pertinente que les permita, incluso, gestionar su movilidad dentro del sistema general de seguridad social en salud.
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Acta No. 374 de julio 21 de 2017




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la Personería Municipal de Dosquebradas, en favor de Paola Andrea Millán Martínez y Sofía González Millán, frente a la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 24 de mayo último, en esta acción de tutela que aquellas iniciaron contra la EPS Servicio Occidental de Salud SA SOS y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, a la que fueron vinculadas la Secretaría de Salud y Seguridad Social, Oficina del SISBEN y la Secretaría de Planeación de Dosquebradas.




ANTECEDENTES

  



El Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de Dosquebradas, reclamó en favor de Paola Andrea Millán Martínez y Sofía González Millán, la protección de los derechos fundamentales a la “salud, seguridad social, calidad de vida e integridad personal”, de los que son titulares, y que estimó vulnerados por las entidades contra las que se accionó. 

  



Expuso, en resumen, que sus asistidas se encontraban afiliadas a la EPS SOS del régimen contributivo, en calidad de beneficiarias del señor Jarol González Correa, mas no pudo seguir aportando al encontrarse desempleado; según reporte del FOSYGA fueron retiradas de dicha empresa de salud desde el día 6 de marzo de 2017. Paola Andrea, padece de trastorno de dolor persistente somatomorfo, que le causa deterioro en su calidad de vida e integridad personal; el médico tratante le ordenó el procedimiento  denominado venografía selectiva, inserción de dispositivo intrauterino anticonceptivo DIU SOD, una serie de medicamentos que se detallaron en el hecho cuarto de la demanda, así como una valoración por medicina especializada en ginecología avanzada y laparoscópica, que por dicha situación, y por carecer de afiliación al régimen subsidiado le ha sido imposible acceder a dichos servicios. 

  



Señaló que la entidad no ha garantizado la movilidad del caso, por cambio de régimen, acorde con lo prevenido en el Decreto 2353 de 2015 y que Paola Andrea y su hija tienen derecho a seguir disfrutando de la continuidad en la prestación de los servicios de salud.





Reclamó, por tanto, el amparo de los derechos invocados y que se ordenara a la EPS disponer el traslado hacia el régimen subsidiado; mantener la prestación de los servicios médicos y hacer el reporte al FOSYGA; además, que le autorice y realice los procedimientos ordenados por el galeno tratante, así como la entrega de los medicamentos recetados, y se le brinde un tratamiento integral relacionado con el trastorno de dolor persistente somatomorfo.

 
  
El Juzgado le dio impulso a la acción y vinculó a Secretaría de Salud y Seguridad Social; con posterioridad citó a la Oficina del SISBEN y a la Secretaría de Planeación de Dosquebradas.  
  


Se pronunció el Secretario Departamental de Salud (E), en el sentido de que los beneficiarios activos en el régimen contributivo de los niveles I y II del SISBEN tienen derecho a continuar, al momento de una novedad de retiro, como afiliados al régimen subsidiado sin mediar exigencias de requisitos adicionales, por lo que es obligación de la EPS SOS seguir prestando los servicios a las accionantes. 
  


La Secretaria de Salud y Seguridad Social dio cuenta del término en el que se produce un cambio de régimen: que la entidad prestadora de salud afiliadora debió continuar con el servicio conforme lo establece el Decreto 780 de 2016; y que debe ser exonerada de toda responsabilidad.
  


La EPS intervino por intervino por medio de quien se anunció como su apoderada judicial, pero faltó arrimar el poder que la acreditara, por lo que ha debido desatenderse en primera grado el escrito allegado en su defensa (f. 55 a 57, c, 1), como se hará en esta instancia. 
   


El Secretario de Planeación Municipal, señaló que el proceso de definición o afiliación al régimen subsidiado es de competencia de las Secretarías de Salud, pues, la dirección del SISBEN carece de facultad en dicha asignación; que las accionantes no figuran en tal sistema, lo que indica que les ha faltado realizar gestiones sobre el particular; que la EPS debe garantizar la movilidad entre regímenes sin solución de continuidad, y solicitó su desvinculación del asunto.



 
 
Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado, resolvió negar la protección; sin embargo, conminó a la accionada para brindar el acompañamiento necesario en aras de facilitar el trámite de traslado requerido. Para así decidir, estableció, en esencia, que la interesada omitió agotar los trámites administrativos necesarios ante las entidades competentes para hacer efectivo el traslado que, de manera directa, solicitó por este medio, no obstante que debe determinarse su calificación ante el SISBEN, para que la EPS pueda realizar el trámite del caso.
 



Impugnó el agente del Ministerio Público con el argumento de que, al tenor de lo prevenido en el artículo 40.12 del Decreto 2355 de 2015, se debía registrar a las accionantes en el régimen subsidiado, por la  calidad de víctimas de desplazamiento forzado.

  



CONSIDERACIONES

 



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



Bajo ese entendido, la Personería Municipal de Dosquebradas, acudió en favor de Paola Andrea Millán Martínez y Sofía González Millán, en procura del amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que consideró conculcados por la EPS SOS  y la Secretaría de Salud Departamental, habida cuenta de que aquella les suspendió la prestación de los servicios de salud por cuanto el cotizante de quien eran beneficiarios no pudo continuar con los aportes necesarios al quedar desempleado.
No hay discusión en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la máxima corporación constitucional
, y lo  reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015; tanto más si se trata de niños, niñas o adolescentes
, pues por vía directa lo ha reconocido así el artículo 44 de la Carta Política, en tanto que el parágrafo del artículo 6º de la citada ley, refiere la aplicación de los principios del régimen de salud, con acciones afirmativas en beneficio de este grupo poblacional, entre otros.

Sobre estos aspectos nada se controvierte, como tampoco sobre la necesidad de las atenciones que están pendientes a Paola Andrea y de que, tanto ella, como su hija, tengan cobertura dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 





El Juzgado, se dijo, negó el amparo bajo la consigna de que la parte interesada omitió los trámites de carácter administrativo tendientes a facilitar la movilidad de régimen deprecada en la demanda. 
  



La Sala no comparte esa forma de ver las cosas. En efecto, son innecesarias mayores elucubraciones para concluir que el amparo solicitado debe salir avante, como quiera que, fulguran en el caso concreto, por lo menos dos situaciones importantes que conducen a ello, y que tienen que ver con el debido proceso y el principio de continuidad.

 



En lo que hace a la primera cuestión, debe tenerse en cuenta, se insiste, en que se encuentra involucrada una persona de reforzada protección constitucional, como es la niña Sofía González Millán; a ello se suma la situación de su señora madre, Paola Andrea, quien padece una seria afección con orden de cirugía, tratamiento farmacológico y otras valoraciones especializadas, tal como lo dejan ver los documentos arrimados con la demanda, lo que las ubica en un estado de debilidad manifiesta. 

  



Ellas, como se conoce, fueron desafiliadas del sistema de salud por cuenta de la EPS SOS SA, en calidad de beneficiarias por cotizante dependiente, en la medida en que este dejó de aportar, sin que se siguiera un trámite previo que les permitiera conocer la situación y ejercer su derecho de defensa, es decir, anteponiendo la decisión unilateral de la empresa. 

   



Tal posición va en contravía de lo que, en casos como este, ha señalado la jurisprudencia. La Corte Constitucional en la Sentencia  T-545 de 2013, explicó:

  



“El artículo 153 de la  Ley 100 de 1993 define el principio de continuidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud, el cual consiste en que “[t]oda persona que habiendo ingresado al Sistema General de Seguridad Social en Salud tiene vocación de permanencia y no debe, en principio, ser separado del mismo cuando esté en peligro su calidad de vida e integridad”. Este principio hace parte de las responsabilidades a cargo del Estado, así como también de los particulares comprometidos con la prestación del servicio de salud, quienes deben facilitar su acceso conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad señalados en el artículo 49 de la Constitución Política. 

  

(…)
 
  

El artículo 11 del Decreto 1703 de 2002 contempla el procedimiento que deben surtir las EPS para desafiliar a sus usuarios, el cual consistirá en notificar de manera previa a la última dirección del afiliado, con una antelación no menor a un mes, una comunicación por correo certificado en donde se señale con precisión las razones que motivan la decisión de desafiliación indicando la fecha desde la cual se hará efectiva la medida. De esa forma el usuario podrá manifestar sus razones para no continuar o controvertir la decisión. Las EPS no pueden desconocer el derecho a la salud de sus usuarios y proceder a su desafiliación en forma unilateral sin garantizar el derecho fundamental al debido proceso, aun cuando  considere que un afiliado está incurso en alguna de las causales para suspender el servicio, casos en los cuales deberá informarle de las razones o motivos de la desvinculación y permitirle su contradicción.

(…)

 

Sobre el tema, la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre algunos eventos en los cuales las EPS no pueden justificarse para negar la prestación del servicio de salud, siendo estos:
 
  

“i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; (ii) porque el paciente ya no esta inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo;  (iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacia beneficiario; (iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado;  (v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o (vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando”… (Negrillas propias).
 
  

En efecto, esta Corporación en sentencia C-800 de 2003…determinó que una vez la persona ingresa al Sistema General de Seguridad Social en Salud debe permanecer en él y no debe, en principio, ser separado del mismo, con lo cual se establece que la desafiliación es excepcional y solo se causará por las causales previstas en la ley y, en todo caso, no puede desconocer los derechos fundamentales de los usuarios.
 
 

(…)
 
  

En resumen, las EPS no pueden desconocer el derecho a la salud de sus usuarios y proceder a su desafiliación en forma unilateral sin garantizar el derecho fundamental al debido proceso, aun cuando  considere que un afiliado está incurso en alguna de las causales para suspender el servicio, casos en los cuales deberá informarle de las razones o motivos de la desvinculación y permitirle su contradicción.”
  
 


Así las cosas, como la EPS ninguna razón adujo, y menos la demostró, sobre el procedimiento previo a la desafiliación, se concluye que ha vulnerado el derecho al debido proceso y, de paso, los derechos a la salud y la vida en condiciones dignas de la parte actora, como quiera que desconoció el principio de continuidad en el servicio. 
  


Precisamente, para abordar el segundo aspecto, establece el literal d del artículo 6º de la Ley Estatutaria 1751 de 2015 que por virtud del principio de continuidad, “Las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o económicas”, lo que implica que no puede abandonarse al paciente a su suerte, cuando viene siendo sometido a un tratamiento específico, sin brindarle alternativas, bien para su recuperación, o para facilitar que otra entidad asuma su atención, aun cuando sea en un régimen de salud diferente. 
  



La misma alta Corporación ha desarrollado ese principio con tanta suficiencia que apartarse de la orientación que ha dado sería vano. En un pronunciamiento muy reciente
, en el que retomó su línea, dijo: 
3.1. Ahora bien, el principio de continuidad fue consagrado inicialmente en la Ley 1122 de 2007 y desarrollado en el artículo 6º (lit. d) de la Ley 1751 de 2015 que establece que “las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o económicas”. De tal forma, lo ha aplicado este Tribunal bajo el entendido que conlleva la ejecución de los procedimientos de forma ininterrumpida, constante y permanente, sin que sea aceptable su suspensión sin una justificación constitucional pertinente
. En la Sentencia T-760 de 2008 se expuso:

“Se garantiza pues, que el servicio de salud no sea interrumpido, súbitamente, antes de la recuperación o estabilización del paciente.
 Para la jurisprudencia “(…) puede hacerse la distinción entre la relación jurídica- material, esto es la prestación del servicio que se materializa en una obligación de medio o de resultado según el caso, y la relación jurídica-formal, que se establece entre la institución y los usuarios.”
 Una institución encargada de prestar el servicio de salud, puede terminar la relación jurídico–formal con el paciente de acuerdo con las normas correspondientes, pero ello no implica que pueda dar por terminada inmediatamente la relación jurídica–material, en especial si a la persona se le está garantizando el acceso a un servicio de salud.”

En cuanto a este principio la Corte, en Sentencia C-800 de 2003, estableció cuáles son los eventos constitucionalmente aceptables en relación a la determinación de interrumpir inesperadamente el servicio por parte de las EPS: 

“Por otra parte, también se ha ido precisando en cada caso, si los motivos en los que la EPS ha fundado su decisión de interrumpir el servicio son constitucionalmente aceptables. Así, la jurisprudencia, al fallar casos concretos, ha decidido que una EPS no puede suspender un tratamiento o un medicamento necesario para salvaguardar la vida y la integridad de un paciente, invocando, entre otras, las siguientes razones: 

(i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; 

(ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo; 

(iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; 

(iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado; 
(v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o 

(vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando.” 

Así las cosas, la jurisprudencia ha reconocido cuatro eventos constitucionalmente admisibles para la suspensión del servicio, pero al mismo tiempo ha conferido especial trascendencia al principio de continuidad en salud y a la obligación que tienen las entidades encargadas de materializarlo. Por tanto, les ha vedado la posibilidad de suspender súbitamente la atención habiéndose iniciado los tratamientos o administrado los medicamentos, si como efecto de esta interrupción se vulneran o amenazan derechos fundamentales. Por tal motivo se ha exigido a la institución continuar con la prestación médica hasta tanto el paciente supere la enfermedad o hasta que otra IPS asuma su atención. Con base en ello, está constitucionalmente prohibido, salvo las excepciones previstas en la sentencia C-800 de 2003, que una entidad abandone el tratamiento al que se somete a una persona, su evolución diagnóstica y la búsqueda de alternativas para confrontar la enfermedad.

3.2. Como consecuencia de lo expuesto, la Sala concluye que la fundamentalidad del derecho a la salud se hace efectiva a partir del cumplimiento de los principios de continuidad, integralidad y la garantía de acceso a los servicios, entre otros, como lo consagra la Ley 1751 de 2015
. Ello implica que el servicio sea prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y de calidad.

 


 
Incluso, sobre el tema de la movilidad que aquí se discute,  en sede constitucional, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
, en un caso en el que, cambiando lo que hay que cambiar, señaló sobre los trámites que debe agotar la parte interesada cuando se hace necesario un traslado de régimen para la prestación del servicio de salud:
  


El accionante no efectuó la solicitud de movilidad que en términos del artículo 55 del Decreto 2353 de 2015 corresponde al cambio de régimen dentro de la misma EPS para los afiliados al Sistema de General de Seguridad Social en Salud focalizados en los niveles I y II del SISBEN, novedad que, acorde con el artículo 56 ídem, debía ser registrada por el afiliado al día siguiente de la terminación laboral o a más tardar el último día calendario del respectivo mes, o al día siguiente del vencimiento del período de protección laboral, términos que no se acataron y por lo tanto el proceso de movilidad no se efectuó.

  


4.1. Lo señalado permite sostener que el accionante incurrió en una garrafal omisión al no adelantar los trámites pertinentes para efectuar la movilización una vez culminó el vínculo laboral, circunstancia por la que permaneció sin los servicios médicos que requiere con ocasión del accidente sufrido, dado que la póliza correspondiente al SOAT se cubrió en su totalidad; sin embargo, ello no se traduce en razón suficiente para no brindársele la atención médica que requiere, cuando sabido es que corresponde al Estado garantizar el derecho a la salud de cada uno de los colombianos… ​-negrilla fuera del texto-.




Lo anterior permite concluir que la EPS SOS SA, debe continuar con la atención en salud a las accionantes, por encima de la situación administrativa de quien era el cotizante, con el fin de garantizar sus derechos fundamentales, hasta tanto se agote el procedimiento pertinente que les permita, incluso, gestionar su movilidad dentro del sistema general de seguridad social en salud. 



 
Corolario de lo dicho, se revocará parcialmente el ordinal primero de la sentencia opugnada en cuanto negó la protección frente a la EPS y le impuso, sin embargo, unas cargas. En su lugar, se concederá el amparo deprecado respecto de esa entidad y se dispondrá que, por intermedio de su representante legal, sucursal Pereira, proceda en un término no superior a cuarenta y ocho (48) horas, a restaurar a Paola Andrea Millán Martínez y a Sofía González Millán el servicio de salud; en en ese mismo lapso, deberá adelantar las gestiones necesarias para las autorizaciones (i) del procedimiento denominado venografía selectiva, inserción de dispositivo intrauterino anticonceptivo (DIU) SOD; (ii) de la valoración por medicina especializada en ginecología avanzada y laparoscópica; y (iii) de los medicamentos: “AMITRIPTILINA TAB X 25 MG EN UNA CANTIDAD DE 30; DOXICILINA CÁPSULA x 100 MG EN UNA CANTIDAD DE 14; AZITROMICINA TAB x 500 MG EN UNA CANTIDAD DE 2; N-BUTILBROMURO HIOSCINA TAB x 10 MG EN UNA CANTIDAD DE 30; ACETAMINOFE TAB x 500 MG EN UNA CANTIDAD DE 20”, todo lo cual deberá materializarse en un término máximo de diez (10) días.
   



Se negará la prestación del tratamiento integral invocado, pues, como viene de verse, la falta de atención en este caso devino de una situación especial, que fue la desafiliación, antes que de la simple intención de sustraerse a la prestación de los servicios que demandan las accionantes. 
                                             El amparo se concederá exclusivamente frente a la EPS SOS SA, por lo que la negativa frente a las demás involucradas, con la aclaración precitada, se mantendrá.





DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA parcialmente la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 24 de mayo de 2017, en cuanto negó la protección elevada frente a la EPS SOS SA. 
 



En su lugar:

 
1.
Se CONCEDE el amparo impetrado frente a esa entidad. 
2.
Como consecuencia de ello:  
  
  


2.1.
Se ordena a la EPS Servicio Occidental de Salud SA SOS, por intermedio de su representante legal, sucursal Pereira, que proceda en un término no superior a cuarenta y ocho (48) horas, a restaurar los servicios de salud a Paola Andrea Millán Martínez y a Sofía González Millán como sus afiliadas en el régimen en el que hasta la cancelación de ese registro figuraban, hasta tanto se agote el procedimiento tendiente a su desafiliación y movilidad dentro del sistema, garantizándoles su derecho de defensa. 
 



2.2.
En ese mismo lapso, deberá adelantar las gestiones necesarias para las autorizaciones (i) del procedimiento denominado venografía selectiva, inserción de dispositivo intrauterino anticonceptivo (DIU) SOD; (ii) de la valoración por medicina especializada en ginecología avanzada y laparoscópica; y (iii) de los medicamentos: “AMITRIPTILINA TAB X 25 MG EN UNA CANTIDAD DE 30; DOXICILINA CÁPSULA x 100 MG EN UNA CANTIDAD DE 14; AZITROMICINA TAB x 500 MG EN UNA CANTIDAD DE 2; N-BUTILBROMURO HIOSCINA TAB x 10 MG EN UNA CANTIDAD DE 30; ACETAMINOFE TAB x 500 MG EN UNA CANTIDAD DE 20”, todo lo cual deberá materializarse en un término máximo de diez (10) días.
 3. 
Se niega la prestación de un tratamiento integral.

                                             4. Se confirma en cuanto absolvió a los demás vinculados. 




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992. 

  



Oportunamente, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



A su regreso, archívese. 

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS             DUBERNEY GRISALES HERRERA
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� Corte Constitucional, Sentencia T-597 de 1993.


� “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”


� Sentencia del 26 de febrero de 2017; ID 528859, Número de proceso T-90007; MP Luis Guillermo Salazar Otero
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